Proyecto de palabras del Secretario General

Mesa Redonda “Mujeres, drogas y derechos humanos en las Américas”

Lunes 3 de junio de 2013. 3:15-6:00pm
Centro de Formación de la Cooperación Español, La Antigua, Guatemala 
· Excelentísima Señora Roxana Baldetti, Vicepresidenta de la República de Guatemala,
· Honorable Señor Jesús Gracia, Secretario de Estado de Cooperación Internacional y para Iberoamérica (SECIPI) del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación de España,
· Honorable Señora Maureen Clarke Clarke, Presidenta de la CIM y Ministra de la Condición de la Mujer de Costa Rica,

· Honorable Señora Elizabeth Quiroa, Delegada Titular de la CIM y Secretaria Presidencial de la Mujer de Guatemala,

· Embajador. Paul Simons, Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas/CICAD,
· Distinguidos Señoras y Señores,

La participación de las mujeres en el fenómeno de las drogas es claramente un problema de desarrollo y de desigualdad.

Al igual que las demás áreas de trabajo de la OEA, el tema de las drogas tiene una fuerte dimensión de género que todavía queda poco visible en las investigaciones e informes producidos a la fecha.  La primera prioridad entonces viene a ser la recopilación de datos estadísticos y de otra información desagregada por sexo y desde un enfoque de género para fortalecer nuestra comprensión y capacidad de abordaje de la temática.

La cobertura mediática y la escasa y aislada información que tenemos sugieren que la participación de las mujeres en la comercialización de las drogas se ha incrementado de manera significativa.  Las  mujeres que participan en las redes de tráfico de drogas son jóvenes, de bajos ingresos, analfabetas o con poca escolaridad, madres solteras y las principales responsables del bienestar de sus hijos. 

La pobreza que lleva a que las mujeres consideren la comercialización y el tráfico de drogas como una opción para el mantenimiento de sus familias no es un fenómeno nuevo en esta región, pero cada vez más, los delitos cometidos bajo la influencia de drogas ilegales, los delitos de posesión y tráfico y los delitos sistemáticos cometidos como parte del funcionamiento de los mercados ilegales, son delitos donde mujeres, niñas y adolescentes están teniendo una participación más activa y protagónica.
Se ha trascendido progresivamente la figura de la mujeres que acompañan, toleran o permiten este proceso a  una fase diferente, donde las mujeres han pasado  a ser consideradas agentes significativos y hasta administradoras de la cadena delictiva del narcotráfico.  Este es un fenómeno aún poco explorado, pero con algunos signos relevantes, dan cuenta de un alarmante crecimiento del número de mujeres privadas en libertad en la región por temas relacionados de manera directa o indirecta con el tráfico y consumo de drogas.  

De hecho, una mayor proporción de mujeres que de hombres está privada de su libertad por delitos relacionados con las drogas.  Por ejemplo, a nivel federal en México, el 80% de la población carcelaria femenina ha sido privada de su libertad por delitos relacionado con las drogas, en comparación con un 57% de hombres.  En Argentina, entre el 80% y el 87% de la población penal femenina se encuentra recluida por delitos relacionados con drogas. En Quito, Ecuador se determinó que el 80% de las internas cargaba sentencias relacionadas con el tráfico de drogas.
Los estudios de caso aislados de poblaciones penales son, en este momento, casi la única fuente de información que tenemos sobre la participación de las mujeres en el mundo de las drogas.  Mientras estos datos no son generalizables, indican tendencias importantes que pueden guiar el fortalecimiento de nuestra respuesta al fenómeno de las drogas.

Por ejemplo: 

· En Ecuador, se descubrió que un 25% de las mujeres encarceladas por delitos relacionados con drogas eran extranjeras, cifra que subraya la transnacionalidad de ésta crisis y la necesidad de una respuesta integral.  

· En México, el 88% de mujeres privadas de libertad por crimines relacionados con las drogas tienen hijos, una cifra alarmante que resalta la necesidad de contar con mayor información sobre el impacto de la participación de mujeres en el mundo de las drogas, y del tratamiento jurídico de este fenómeno, sobre las familias
· La mayoría de mujeres privadas de libertad se encuentran recluidas  por crímenes no violentos, y por lo general no tienen antecedentes penales, que nos señala  la importancia de considerar alternativas no judiciales a estas acciones desde una perspectiva de desarrollo sostenible y empoderamiento económico .
Al igual que en otras esferas de la sociedad, la de participación mujeres, niños y niñas en el mundo de las drogas se concentra en los eslabones de mayor inseguridad de las organizaciones dedicadas a dicho delito, es decir en el microtráfico, el narcomenudeo o el consumo.  Víctimas de violencia y de la pobreza, están pasando a ser protagonistas de de largos procesos penales, penas endurecidas e inexistencia de beneficios procesales, en el ejercicio punitivo del Estado engrosado los últimos años en toda la región. De allí, que esta expresión del poder punitivo del Estado, así como de las políticas públicas que tiendan a abordar esta problemática, también deben analizarse desde la perspectiva de género, que identifique la realidad y las necesidades de las mujeres de la región frente al fenómeno de las drogas.
Además de la pobreza, la violencia puede ser un factor detrás de la participación de las mujeres en el mundo de las drogas.  Este año, la Comisión sobre la Condición Social y Jurídica de la Mujer de las Naciones Unidas reconoció que la discriminación contra las mujeres y la pobreza son factores determinantes de la violencia de género.  Esta violencia se manifiesta de muchas formas – física, sexual, económica y psicológica - y es ejercida por diferentes actores, desde la pareja íntima y la familia hasta los agentes del Estado.

El fenómeno de las drogas en las Américas engloba todas estas manifestaciones de violencia contra las mujeres y muchas más – es a la vez una reflexión de la posición de las mujeres en la sociedad y un catalizador de la marginación que todavía enfrentan.  Las mujeres que se ven obligadas a participar en la comercialización de las drogas por presión o coerción de sus parejas, familiares u otras personas perciben las mismas penas que las personas que participan de manera voluntaria – es decir que el sistema judicial por la mayor parte todavía no contempla la violencia contra las mujeres como un agravante o factor mitigante.
La maternidad y el rol que desempeñan las mujeres dentro de sus familias tampoco se toma en cuenta en los procesos penales, pese a que muchas mujeres, debido a la doble-estigmatización asociada con su encarcelamiento pierden comunicación con sus familias o tienen que criar a sus hijos dentro de los cárceles. Las implicancias del encarcelamiento de mujeres con hijos son muchas y graves – desde una transferencia de la carga del cuidado hacia los abuelos u otros familiares hasta la calle o los sistemas de cuidado Estatal 
La incorporación de criterios diferenciadores en el análisis de la situación de mujeres y hombres en la cuestión de las drogas es el punto de partida para fortalecer la respuesta institucional y las políticas públicas que buscan prevenir y abordar esta problemática social.  De particular importancia es entender por qué y cómo, desde una perspectiva de derechos y de desarrollo humano, las mujeres se involucran en el mundo de las drogas y cuáles intervenciones – tanto de desarrollo como de tratamiento – son necesarias para asegurar que cuentan con alternativas factibles y seguras.

Nuestros distinguidos panelistas iniciarán hoy un debate sobre la naturaleza y el alcance de la participación de las mujeres en el cultivo, producción, distribución y uso de las drogas en las Américas. Pero son las voces de mujeres participantes y víctimas en estos fenómenos que deben de guiar esta discusión. 

Aceptamos que los esfuerzos actuales son inadecuados y que tienden a criminalizar la pobreza y la desigualdad.  Acortemos las brechas socioeconómicas y ofrezcamos oportunidades de educación y laborales a las mujeres y los jóvenes que están es riesgo de involucrase en el mundo de las drogas. Generemos y compartamos información fiable sobre esta participación y elaboremos políticas públicas desde un enfoque de género, derechos humanos y justicia social.
